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TEMA: Para establecer la competencia por el factor territorial deben 

atenderse varios sub-factores como son el fuero personal, el fuero real y 

el fuero contractual. Por regla general se aplica el personal que alude al 

domicilio del demandado, salvo que se establezca expresamente una 

excepción. En los casos donde se susciten controversias entre socias en 

razón de la sociedad, la competencia territorial se determina por el 

domicilio principal de la sociedad. DIRIME CONFLICTO. 

 

 

 

Se dirime el conflicto negativo de competencia suscitado entre los 

JUZGADOS DIECINUEVE CIVIL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

y PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO DE ENVIGADO, para conocer 

del proceso de la referencia, en los siguientes términos: 
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1.0.  A N T E C E D E N T E S.  

 

 

La sociedad AGREGADOS PETREOS Y MEZCLAS AGREMEX 

S.A.S. en proceso de reorganización, por intermedio de apoderado 

judicial, formuló demanda VERBAL, en contra del señor JUAN 

RAFAEL LALINDE GALLEGO, pretendiendo el cumplimiento de lo 

pactado en la reforma de Estatutos plasmada en el Acta de Acuerdo de 

Venta de Acciones de la citada sociedad, llevada a cabo el 26 de abril de 

2016 (002EscritoDemanda). 

 

Liminalmente, el asunto fue asignado por reparto al JUZGADO 

DIECINUEVE CIVIL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN, quien invocó 

su falta de competencia territorial, y dispuso su remisión a los Jueces 

Civiles del Circuito de Envigado, soportado en la regla contemplada en el 

numeral 1° del artículo 28 del Código General del Proceso, esto es, el 

domicilio del demandado, precisando que en este caso no era aplicable la 

regla contenida en el numeral 4° de la misma preceptiva, en razón de las 

pretensiones incoadas no obedecían a controversia entre socios, pues la 

demanda había sido incoada por la sociedad propiamente, y no por un 

socio de ésta (004AutoRechazaCompetencia). 

 

En cumplimiento de lo anterior, se le repartió la aludida demanda al 

JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO DE ENVIGADO, quien 

a su vez declinó la atribución de la competencia arguyendo que, contrario 

a lo indicado por el anterior despacho judicial, a este asunto debía 

aplicarse lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 28 del Código 

General del Proceso, ya que, si bien la demandante era la sociedad, ésta 

representaba el interés de sus accionistas respecto al cumplimiento de lo 
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pactado en el acta suscrita por aquellos, aspecto sobre el cual versaba la 

discusión de fondo, debiendo determinarse en consecuencia la 

competencia territorial por el domicilio de la sociedad, que era Medellín. 

 

En consecuencia, este último despacho judicial, consideró que debía 

conocer el juez al que inicialmente le había sido repartida, por ello 

propuso el conflicto negativo de competencia, y dispuso la remisión del 

proceso a esta Judicatura para que fuera definido el mismo. 

 

 

2.0.  C O N S I D E R A C I O N E S. 

 

 

La competencia como la define el tratadista Mattirolo, citado por el 

doctor Azula Camacho en su obra “Manual De Derecho Procesal Civil, 

Tomo I, Teoría General del Proceso”, es la medida en que la jurisdicción 

se distribuye entre las diversas autoridades judiciales, la cual es 

establecida por ley, con el fin de repartir equitativamente los procesos 

entre los diferentes órganos jurisdiccionales y hacer efectiva la jerarquía. 

 

Para tal efecto estableció varias circunstancias que la determinaban, 

denominados factores y clasificados en: objetivo, subjetivo, funcional, 

territorial y de conexión. 

 

El objetivo hace referencia a la naturaleza de la relación jurídica y en 

algunos casos a la cuantía. El subjetivo, toma en consideración la calidad 

o condición de los intervinientes. El territorial se relaciona con el 

espacio específico y delimitado donde un juez ejerce sus funciones.  El 

funcional sirve de criterio para la distribución vertical. El de conexión 
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atiende las pretensiones que pueden acumularse para ser impulsadas en 

un mismo proceso. 

 

En el caso del factor territorial deben atenderse varios sub factores como 

lo son el fuero personal, el fuero real y el fuero contractual.  El primero, 

se refiere al lugar del domicilio del demandado; el segundo, al lugar 

donde se encuentra ubicado el bien sobre el cual versa la relación 

sustancial; y el tercero, al lugar donde debe cumplirse el contrato. 

 

Puede ocurrir que se presente concurrencia: Dentro del mismo fuero, 

cuando con la circunstancia determinante de la competencia arroje varios 

lugares, ya sea porque se demande a varios demandados con distinto 

domicilio, porque la relación sustancial recaiga sobre varios bienes 

ubicados en lugares diferentes, o porque se haya indicado por las partes 

más de un lugar para cumplir con el contrato.  O, entre los diferentes 

fueros, porque exista la posibilidad de determinar la competencia 

territorial por dos o tres de ellos.   

 

Previendo lo anterior, el legislador en el artículo 28 del Código General 

del Proceso enunció las reglas que deben aplicarse para definir la 

competencia por el factor territorial, estableciendo como pauta general 

que se determina por el fuero personal, esto es, que “…salvo disposición 

legal en contrario, es competente el juez del domicilio del demandado. 

Si son varios los demandados o el demandado tiene varios domicilios, el 

de cualquiera de ellos a elección del demandante. Cuando el demandado 

carezca de domicilio en el país, será competente el juez de su residencia. 

Cuando tampoco tenga residencia en el país o esta se desconozca, será 

competente el juez del domicilio o de la residencia del demandante.” 

(Resalto intencional). 
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3.0.  C A S O  C O N C R E T O. 

 

 

 

Esta Sala es competente para definir el presente asunto, por cuanto 

involucra a dos despachos de igual especialidad (civil), de idéntica 

categoría (circuito), y de distintos municipios pertenecientes al mismo 

distrito judicial (Medellín), siendo su superior funcional común el 

Tribunal Superior de Medellín Sala Civil (Art. 139 C. G. del P.), lo cual 

pasa a realizarse en los siguientes términos: 

 

La presente demanda fue dirigida a los JUECES CIVILES DEL 

CIRCUITO DE MEDELLIN; sin embargo, en el líbelo genitor, en el 

acápite denominado “COMPETENCIA Y CUANTÍA”, indicó que por el 

factor territorial se le atribuía la competencia, “con base en que el 

domicilio del Demandado está ubicado en el Municipio de Envigado.” 

 

Al recibir el referido asunto por reparto, el JUZGADO DIECINUEVE 

CIVIL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN, consideró que no era 

competente por cuanto, por cuanto el domicilio del demandado era el 

municipio de Envigado, en atención a la regla 1ª del artículo 28 del 

Código General del Proceso, precisando la improcedencia de aplicar la 

regla 4ª de la misma preceptiva, por no tratarse de una controversia entre 

socios en desarrollo del contrato de sociedad, presupuesto que 

contemplaba esta última. 

 

Por su parte, el JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

ENVIGADO, a quien se le asignó la demanda posteriormente, y en 
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cumplimiento de la anterior decisión, consideró que la regla aplicable al 

caso era la 4ª del precepto 28 del Código General del Proceso, pues la si 

bien la demanda había sido presentada por la sociedad, ésta representaba 

a todos los socios y, por ende, la competencia se radicaba en los jueces de 

Medellín, por ser el domicilio de la sociedad. 

 

Al respecto, debe precisarse, tal como se indicó en las consideraciones, 

que para la determinación de la competencia territorial se aplicaba como 

regla general, el fuero personal, esto es, el domicilio del demandado, 

salvo que, se contemple una situación diferente de manera expresa en 

otra norma. 

 

Ahora, en el caso en concreto, se presenta conflicto negativo de 

competencia entre los despachos judiciales a quienes les fue repartido el 

presente asunto, el cual se fundamenta en la regla aplicable al caso 

concreto, pues mientras uno aduce que lo es la contemplada en el 

numeral 1° del artículo 28 Código General del Proceso, que alude el 

domicilio del demandado (regla general); el otro, afirma que debe ser la 

enunciada en el numeral 4° de la misma disposición normativa, que 

establece que en los casos donde se pretenda ventilar una controversia 

suscitada entre los socios en razón de la sociedad, será competente el juez 

del domicilio de la sociedad (excepción). 

 

Así las cosas, resulta necesario establecer si en el caso planteado en esta 

demanda se cumplen los supuestos contemplados en la regla 4ª de la 

norma antes citada, para efectos de colegir su aplicabilidad para 

determinar la competencia, pues en caso contrario, deberá acudirse a la 

regla general.  Veamos: 
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La referida preceptiva contempla dos situaciones: que la controversia que 

se ventile sea la “nulidad, disolución y liquidación de sociedades” de 

cualquier índole, esto es, civiles o comerciales, o que, se suscite “entre 

socios por razón de la sociedad”, es decir que, en este último caso, 

deben cumplirse dos supuestos, que la discusión jurídica sea entre socios, 

pero que, además, sea por asuntos inherentes al objeto social. 

 

Significa lo anterior, que a cualquier disputa de resorte societario que 

surja entre los socios, le es aplicable la regla de competencia privativa de 

que trata el numeral 4° del artículo 28 del Código General del Proceso, 

toda vez que la finalidad de dicha consagración, es brindar al operador 

jurídico la facilidad de obtención de pruebas o cualquier otro tipo de 

elementos para solucionar la controversia, tal como lo expuso la Corte 

Suprema de Justicia1:  

 

“Sin duda que el expediente remitido a la Corte se ajusta al 

referido foro privativo, pues lo esbozado por el demandante en su 

libelo inicial apareja el descrito anteriormente como supuesto (iv), 

valga anotar, «controversias entre los socios en razón de la 

sociedad, civil o comercial». En efecto, el convocante está 

planteando una disputa de resorte societario, mediante la cual 

aspira a que se declare la «constitución de la sociedad civil de 

hecho», más la subsiguiente liquidación y condena a pagar el valor 

que correspondería a las ganancias derivadas de la misma. 

 

Ahora bien, la solicitud de declaración de la existencia de la 

sociedad no es óbice para que se aplique el fuero personal-

 
1 Auto AC580-2020 del 25 de febrero de 2020. Radicación n.° 11001-02-03-000-2020-00421-00. M.P. 

ÁLVARO FERNANDO GARCÍA RESTREPO.  
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privativo consagrado en el numeral cuarto del citado precepto, 

conocido ampliamente en la doctrina como fuero social, de la 

gestión administrativa o simplemente de la administración, puesto 

que también regula las controversias suscitadas entre los 

integrantes de las sociedades civiles o comerciales de hecho con 

ocasión de éstas, tal y como en casos similares lo ha sostenido la 

Sala: 

 

“(…) con respecto a sociedades, el artículo 23, numeral 6º del 

Código de Procedimiento Civil (hoy, numeral 4° del artículo 28 del 

Código General del Proceso), establece que el juez competente 

para conocer de los procesos que “se susciten por controversias 

entre socios en razón de la sociedad”, es el del “domicilio 

principal de la sociedad”. Se trata de un fuero exclusivo, generador 

de competencia privativa, según el cual uno solo de los jueces 

ubicados en el territorio nacional, le corresponde conocer de esa 

especie de procesos, sin alternativa distinta, con el fin de facilitar, 

por la proximidad del lugar, el curso del proceso, especialmente 

en cuanto a la práctica de pruebas y demás elementos para la 

solución del conflicto”2.”  

 

Descendiendo al caso concreto, tenemos que lo pretendido por la 

sociedad demandante es que el demandado, realice el aporte societario al 

que se obligó éste como socio, en la reforma a los estatutos efectuada en 

asamblea extraordinaria de accionistas, asunto que claramente alude a la 

conformación del capital de la sociedad y a la participación de cada uno 

de los socios dentro de la misma, lo que se enmarca dentro del supuesto 

que exige el numeral 4° del precepto 28 del Código General del Proceso, 

esto es, controversia que versa entre los socios en razón de la sociedad, y 

por ende, debe atenderse para la determinación de la competencia por el 

 
2 CSJ AC, 24 de sep. 1999, Rad. CC-7808, reiterado en AC1726 de 2014, AC1795 y AC5067 ambos 

de 2018. 
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factor territorial, el fuero social, por establecerse como privativo para 

estos casos. 

 

Ahora, el hecho de que sea la sociedad quien ocupe la posición de actora, 

no desfigura el supuesto de que se trate de una controversia entre socios, 

pues la misma representa a los socios que pretenden el cumplimiento de 

la obligación del socio demandado, respecto de realizar un aporte en 

especie en la forma y tiempo establecidos en asamblea de accionistas. 

 

Así las cosas, si bien la parte demandante señaló que determinaba la 

competencia territorial por el domicilio del demandado, también lo es, 

que dirigió la demanda a los jueces con competencia en el domicilio 

social, que era el realmente aplicable a este caso, conforme lo esbozado 

con antelación, razón por la cual, se le asignará la competencia al 

JUZGADO DIECINUEVE CIVIL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN, a 

quien le fue repartido inicialmente, por ser el domicilio de la sociedad 

respecto de la cual se presenta la controversia, la ciudad de Medellín. 

 

Consecuente con lo expuesto, LA SALA UNITARIA DE DECISIÓN 

CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLIN,  

 

 

R E S U E L V E: 

 

 

PRIMERO: DECLARAR competente para conocer de la demanda 

analizada al JUZGADO DIECINUEVE CIVIL DEL CIRCUITO DE 

MEDELLÍN, por las razones esbozadas en la parte motiva de esta 

providencia. 
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SEGUNDO: REMÍTANSE las diligencias al citado despacho judicial, 

informando lo acá resuelto al JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL 

CIRCUITO DE ENVIGADO.   

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

La Magistrada, 

    

 

 

GLORIA PATRICIA MONTOYA ARBELÁEZ 

 

 

 

C.U.D.R.: 05001 22 03 000 2022 0675 - 00 


